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Pereira, veintisiete de octubre de dos mil diecisiete

Acta N°____de 27 de octubre de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación interpuesto por COLPENSIONES contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 21 de septiembre de 2017 dentro de la acción de tutela iniciada que le promueve por la señora CARMEN SUSANA GÓMEZ DÍAZ.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Carmen Susana Gómez Díaz que ante el Juzgado Séptimo Administrativo de Pereira acordó con Colpensiones la reliquidación y pago de su pensión de jubilación a partir del 1º de mayo de 2011, en cuantía de $4.028.993, contando dicha entidad con el término de cuatro (4) meses para ello; que el citado convenio fue aprobado por ese Despacho mediante auto de 20 de marzo de 2017; que el día 10 de mayo de 2017, a través de su apoderado judicial, solicitó el cumplimiento del citado acuerdo, anexando a su petición copia auténtica del acta conciliatoria y el auto que la aprobó.

Precisa que ante la respuesta brindada por Colpensiones, mediante of de BZ2017-4696055-132584 del 22 de mayo de 2017, en la que indicó que con la cuenta de cobro no fue anexada la sentencia de única o primera instancia y la constancia de ejecutoria, envió la comunicación de fecha 12 de junio de 2017, en la que aclaró que lo solicitado era el pago de un acuerdo conciliatorio por lo tanto no era necesario aportar copia de una sentencia que había decidido algo diferente; no obstante, a la fecha no ha sido atendida esta última solicitud.
En consideración con lo expuesto, estima vulnerado el derecho de petición y por tal razón busca su protección a través de este mecanismo, para así lograr obtener de Colpensiones una respuesta de fondo a su reclamo.
TRÁMITE IMPARTIDO

El trámite de la presente acción, le correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual, una vez la admitió, concedió a la parte accionada el término de dos (2) días, a efectos de que ejerciera su derecho de defensa. 

En respuesta a la demanda, Colpensiones informó que la petición formulada a esa entidad por la parte actora el día 10 de mayo de 2017, fue atendida mediante comunicación de 19 de mayo de 2017, por lo que se presenta una carencia actual de objeto por hecho superado y por tanto la presente acción resulta improcedente.

Llegado el día de fallo, la funcionaria de primer grado amparó el derecho fundamental de petición de la señora Carmen Susana Gómez Díaz al advertir que la actuación de Colpensiones afecta dicha garantía constitucional, al insistir en el requerimiento de copia auténtica de la sentencia y su ejecutoria, cuando se observa que lo necesario para realizar el cobro fue aportado en debida forma, procediendo a aclarar con posterioridad, en comunicación de fecha 12 de junio de 2017, que lo que se pretende es el cobro de un acuerdo conciliatorio aprobado judicialmente y no el cumplimiento de una sentencia judicial.
Inconforme con la decisión, la entidad accionada la impugnó trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de dar respuesta a la acción.
CONSIDERACIONES

PROBLEMAS JURÍDICOS
¿La falta de respuesta por parte de las accionadas a la solicitud elevada por el tutelante, vulnera su derecho fundamental de petición?

Antes de abordar la solución a los problemas jurídicos planteados, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

También ha dispuesto el compendio normativo antes referido, en su artículo 6º  que el término para resolver las peticiones es de “quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta”.
3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, de acuerdo con el relato fáctico, la petición que reclama desatendida la parte actora es la formulada el día 10 de mayo de 2017 con el fin de que fuera cumplido el acuerdo conciliatorio al que llegó con Colpensiones aprobado por el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Pereira, precisada mediante comunicación de fecha 12 de junio de igual año, en la que se aclaró, ante solicitud de la llamada a juicio, que para el cumplimiento no se requería copia de sentencia ejecutoriada alguna, dado que el reconocimiento y pago de sus derechos pensionales quedaron consignados en un acta de conciliación, documento que, junto con la aprobación fueron aportados oportunamente.
Ciertamente, la petición inicial fue atendida por Colpensiones en el sentido de que comunicó a la actora la necesidad de aportar una serie de documentos para continuar con el trámite pertinente; no obstante, ante la manifestación de ésta respecto a que la obligación cobrada constaba en un acuerdo conciliatorio debidamente aprobado por autoridad judicial, ninguna manifestación ha realizado Colpensiones, por lo que resulta evidente la afectación al derecho fundamental de petición del cual es titular.

En este punto específico, vale la pena señalar que la Sala de Casación Laboral, en sede de Tutela, ha precisado, respecto a las peticiones relacionadas con el cumplimiento de una sentencia judicial, que para la parte actora basta “la demostración de que radicó un escrito donde solicitó a la Administración pronunciamiento sobre algún aspecto de su competencia o información relacionada con sus funciones
” para que, de no obtener respuesta por la entidad, proceda al amparo del derecho de petición.

Ahora, es del caso hacer notar que la protección que se brinde, no implica la orden de pago, pues es bien sabido que para tales efectos fue previsto el proceso ejecutivo, mismo que en el presente asunto no ha sido descalificado como mecanismo idóneo y eficaz por la promotora de la acción.

Frente a este punto en particular, la Corte Constitución en la Sentencia T-005-2015 indicó:

“Situación contraria ocurre cuando se encuentra incorporada una obligación de dar. La jurisprudencia constitucional ha afirmado que el ordenamiento jurídico contempla un mecanismo principal e idóneo para exigir el cumplimiento de éste tipo de obligaciones como lo son los procesos ejecutivos. Al respecto, la Corte ha señalado
 “que el proceso ejecutivo tiene la virtualidad de obtener el forzoso cumplimiento de aquello que se quiere eludir, mediante la aplicación de medidas que, como el embargo y posterior remate de los bienes del deudor, están en manos del juez, quien las lleva adelante pese a la resistencia del demandado, en los casos y dentro de las reglas procesales pertinentes” 

(…) la naturaleza subsidiaria de la acción constitucional siempre prevalece y, por esa razón, además de la naturaleza de la obligación, debe constatarse que existe un riesgo cierto para los derechos fundamentales del accionante o el posible acaecimiento de un perjuicio irremediable.
Aceptar una tesis distinta implicaría admitir que la tutela opera como un mecanismo ordinario dentro de los procesos judiciales, desnaturalizando así la acción. Este postulado cobra mayor fuerza cuando la obligación de hacer que se pretende hacer cumplir, tiene un carácter netamente monetario; en estos casos la Corte no puede admitir la procedencia automática de la acción de tutela, toda vez que hacerlo desnaturalizaría la acción. En consecuencia, al igual que en cualquier otra circunstancia puesta en conocimiento del juez constitucional, es menester realizar un estudio para determinar la real afectación de los derechos”.
Sentado lo anterior, es preciso indicar que la respuesta que le brinde Colpensiones en esta oportunidad a la señora Gómez Díaz, no puede ser en el sentido de requerirle nuevamente  la entrega de copia auténtica de la sentencia de primera o única instancia con constancia de nota de ejecutoria, pues ésta, en comunicación recibida por la entidad el 12 de junio de 2017, aclaró que el pago pretendido era respecto al acuerdo conciliatorio, debidamente aprobado por el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Pereira, al que llegó con Colpensiones y no una sentencia judicial.

En ese orden de ideas, acertada estuvo la decisión de primer grado y por ello se confirmará.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el día veintiuno (21) de septiembre de 2017.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes. 

TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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